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Bogotá D.C., 15 de julio de 2022. 

Doctor 
DANIEL PALACIOS MARTÍNEZ  
Ministro del Interior 
Secretaría Técnica de la Comisión Intersectorial para la 
Respuesta Rápida a las Alertas Tempranas (CIPRAT) 
Carrera 8 No. 12 B - 31 
BOGOTÁ, D.C. 

Referencia: ALERTA TEMPRANA DE INMINENCIA No. 017-22 para los Resguardos Indígenas Río 
Valle y Boroboro de Bahía Solano y Jurubidá Chorí Alto Baudó de Nuquí (Chocó) por 
el riesgo inminente de confrontación abierta entre las AGC y el ELN. 

Respetado Señor Ministro: 

De manera atenta, y de conformidad con lo dispuesto en el Decreto 2124 de 20171, me permito 
remitir a su despacho la presente Alerta Temprana de Inminencia debido al alto riesgo de 
confrontación abierta entre las Autodefensas Gaitanistas de Colombia (AGC) y el Ejército de 
Liberación Nacional (ELN), en los Resguardos Indígenas Río Valle y Boroboro de Bahía Solano y 
Jurubidá Chorí Alto Baudó de Nuquí. Como se argumentará en el presente documento, tal 
situación puede derivar en desplazamientos masivos, amenazas a personas defensoras de 
Derechos Humanos (DDHH), líderes y lideresas sociales, masacres y homicidios selectivos de la 
población civil.   

Dicho riesgo se enmarca en un escenario de disputa territorial entre las AGC y el ELN, con una 
alta probabilidad de ocasionar graves afectaciones a las comunidades étnicas de los municipios 
de Bahía Solano y Nuquí, así como se ha evidenciado en las subregiones del Medio Atrato, Bajo 
Atrato y Baudó, en el marco de los intereses de dichos actores asociados a la búsqueda de 
control territorial de los corredores de movilidad con salida al Océano Pacífico y a 
Centroamérica.  

El riesgo inminente para la población de los resguardos señalados se fundamenta en el reciente 
proceso de incursión y/o expansión del ELN hacia Nuquí y Bahía Solano desde el municipio del 
Alto Baudó. Estos territorios venían siendo controlados ampliamente y casi de manera 
hegemónica por las AGC; no obstante, desde los últimos días se están presentando incursiones 
de ambos grupos en los territorios ancestrales generando zozobra en la población debido al 
elevadísimo riesgo de enfrentamientos armados que puedan afectar de forma directa su vida e 
integridad, bienes y medios de supervivencia, así como por la contaminación del territorio por 

1 EO DecUeWR 2124 deO 18 de dLcLePbUe de 2017: ´PRU eO cXaO Ve UeJOaPeQWa eO SLVWePa de SUeYeQcLyQ SaUa Oa UeaccLyQ 
rápida a la presencia y acciones y/o actividades de las organizaciones, hechos y conductas criminales que pongan en 
riesgo los derechos de la población y la implementación del Acuerdo final para la terminación del conflicto y una 
Sa] eVWabOe \ dXUadeUaµ, defLQe TXe OaV AOeUWaV TePSUaQaV VRQ eO dRcXPeQWR de adYeUWeQcLa de caUicWeU SUeYeQWLYR 
emitido de manera autónoma por la Defensoría del Pueblo (Artículo 6). En los casos que la Entidad evalúe que las 
circunstancias lo ameriten, emitirá Alertas Tempranas bajo el rótulo de riesgo de inminencia (Artículo 15), las cuales 
son remitidas a la Secretaría Técnica de la Comisión Intersectorial para la Respuesta Rápida a las Alertas Tempranas 
(CIPRAT), quien una vez recibida transmitirá de forma inmediata a las autoridades nacionales competentes y a las 
autoridades territoriales para el cumplimiento de sus funciones y la adopción de medidas necesarias de reacción 
rápida (Artículo 11). 
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armas (minas antipersonal -MAP- y municiones sin explotar -MUSE-), amenazas y 
confinamientos, pero también por la elevada posibilidad de desplazamientos masivos.  

Con arreglo a lo dispuesto en el artículo 15 del Decreto 2124 de 2017, conviene manifestar que 
los eventos que fundamentan la emisión de la presente Alerta Temprana de Inminencia han sido 
conocidos, verificados y analizados por la Defensoría del Pueblo durante las últimas 48 horas. 
La elevadísima probabilidad de vulneración a los derechos a la vida, libertad, integridad y 
seguridad de la población civil e infracciones al Derecho Internacional Humanitario (DIH) que 
estos eventos representan, demanda de la acción institucional un despliegue excepcional, 
urgente y prioritario de medidas preventivas y de acompañamiento humanitario a las 
comunidades en riesgo, conforme se indica en las recomendaciones formuladas al final del 
presente documento de advertencia. 

* * * 

Ahora bien, conviene recordar que las Alertas Tempranas tienen una naturaleza preventiva y 
humanitaria. Conforme observa el artículo 6° del Decreto 2124 de 2017,el componente de 
Alerta Temprana a cargo de la DefensRUta deO PXebOR WLeQe cRPR SURSyVLWR ´(«) adYeUWLU 
oportunamente los riesgos y amenazas a los derechos a la vida, a la integridad; libertad y 
seguridad personal, libertades civiles y políticas, e infracciones al Derecho Internacional 
Humanitario, con enfoque de género, territorial, diferencial, étnico, y orientación sexual e 
identidad de género, con el fin de contribuir al desarrollo e implementación de estrategias de 
prevención por parte de las autoridades, así como el desarrollo de capacidades sociales para la 
aXWRSURWeccLyQµ.  

En otras palabras, se trata de impulsar acciones de prevención desde una perspectiva 
humanitaria. No son documentos de seguridad nacional o de inteligencia, funciones propias de 
la labor que desempeña el Ministerio de Defensa y la Fuerza Pública. 
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I. CONTEXTO TERRITORIAL Y ANTECEDENTES DEL CONFLICTO ARMADO 

 
El territorio objeto de advertencia forma parte de la subregión del Pacífico Norte, siendo el 
océano Pacífico la principal vía de conexión entre los dos municipios, al cual se suman los ríos 
Chorí en Nuquí y El Valle en Bahía Solano. En su conjunto, se trata de las principales arterias 
fluviales de acceso y movilidad para los resguardos Jurubidá Chorí Alto Baudó y Río Valle y 
Boroboro respectivamente.  

Nuquí se encuentra localizado en la costa pacífica chocoana. Limita al norte con Bahía Solano, 
al sur con Bajo Baudó, al oriente con Alto Baudó y al occidente con el Océano Pacífico. Está 
integrado territorialmente por los corregimientos de Arusí, Coquí, Joví, Jurubirá, Panguí, 
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Termales, Tribugá, Partadó, Guachalito; las veredas y los resguardos indígenas de Rio Nuquí, 
Rio Panguí, Ríos Jurubidá Chorí Alto Baudó. 

Por su parte, Bahía Solano se encuentra localizado en el noroccidente del departamento del 
Chocó, sobre la Serranía del Baudó y la costa norte del pacífico colombiano. Limita en el norte 
con Juradó y Carmen del Darién, por el oriente con Bojayá, al sur con los Nuquí y Alto Baudó y 
hacia el occidente con el Océano Pacífico. Está integrado territorialmente por los 
corregimientos de El Valle, Cupicá, Mecana, Playita vereda de Potes y Playita de Potes. 

Los municipios de Bahía Solano y Nuquí están ubicados el Parque Natural Nacional (PNN) La 
Ensenada de Utría, el cual es considerado como único en su tipo por contener gran variedad de 
ecosistemas. Se encuentra enmarcado por la inmensidad del Océano Pacífico y las estribaciones 
de la Serranía del Baudó que cuenta, con innumerables caminos ancestrales que han sido 
utilizados por los grupos armados ilegales de manera periódica en su actuar delictivo.  

Estos dos municipios, al igual que Juradó, son de importancia estratégica tanto para el ELN 
como para las AGC, porque su dominio les supone ventajas frente al tráfico de estupefacientes 
y armas por vía marítima hacia el centro y el norte del continente. Sumado a ello, configuran 
una puerta de salida de los municipios del centro del Chocó con quienes comparten límites 
geográficos, y en donde se cultiva y procesa la cocaína que transporta fluvialmente, o a través 
de los caminos ancestrales que los comunican con los municipios de Bojayá, Riosucio, y Alto 
Baudó. 

Con respecto a los municipios de Nuquí y Bahía Solano, ambos han sido objeto de advertencia 
por parte de la Defensoría del Pueblo debido a diversos y graves riesgos de violaciones de DDHH 
e infracciones al Derecho Internacional Humanitario (DIH) que se han presentado en estos 
territorios. Puede citarse, por ejemplo, que a través del Informe de Riesgo No. 020 del 7 de 
junio de 2016, emitido para los municipios de Bahía Solano, Juradó y Nuquí, se advirtió la forma 
como comenzaba a configurarse un riesgo de vulneraciones a los DDHH, en el marco de un 
proceso de expansión y fortalecimiento tanto de las AGC como del ELN por ocupar y controlar 
los territorios que tuvieron control el Frente 57 de las antiguas FARC²EP. 

Se trató de un reposicionamiento del ELN y las AGC en los municipios de la región Pacífico Norte 
del Chocó, abandonados por las FARC-EP luego de la suscripción del Acuerdo Final para la 
Construcción de una Paz Estable y Duradera (en adeOaQWe ¶AcXeUdR FLQaO·). DLcKR 
reposicionamiento, que se sirvió de la falta de copamiento territorial por parte del Estado en 
dichas zonas, marcó el punto de inicio de una lucha armada entre las AGC y el ELN, basada en 
sus intereses de obtención del dominio hegemónico de las zonas estratégicas para la movilidad, 
el abastecimiento y la explotación de las economías ilegales.  

En consecuencia, desde finales del año 2016, las comunidades afrocolombianas y los pueblos 
indígenas de los municipios de Bahía Solano, Juradó y Nuquí comenzaron a ser nuevamente 
víctimas de amenazas, intimidaciones, homicidios, extorsiones e incursiones armadas de 
miembros de ELN y las AGC. Esta dinámica se mantuvo durante los siguientes cuatro años, 
exacerbando el escenario de riesgo descrito tanto en las zonas rurales como en las urbanas, lo 
que generó la necesidad de emitir las Alertas Tempranas de Inminencia  (ATI) No. 012-202 para 

 
2 Defensoría del Pueblo, ATI No. 012-20 para Juradó (Chocó), Bogotá, 2020. Disponible en: 
https://alertasstg.blob.core.windows.net/alertas/012-20.pdf 

https://alertasstg.blob.core.windows.net/alertas/012-20.pdf
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Juradó y No. 016-20 para Bahía Solano3, cuya evolución del escenario de riesgo y valoración de 
la respuesta estatal quedaron establecidas en el Informe de Seguimiento No. 008-224. 

Tras la disputa territorial entre los dos grupos armados ya mencionados, fueron las AGC quienes 
lograron consolidar un poder territorial ilícito y hegemónico en todo el municipio de Nuquí y en 
la zona rural de Bahía Solano. Esto les permitió gozar de una posición privilegiada para el 
ejercicio de sus operaciones y del control poblacional a través de la imposición de normas de 
comportamientos, sanciones sociales y el gravamen de rentas legales e ilegales en la región, 
enfrentándose esporádicamente contra la Fuerza Pública.  
 
El control hegemónico que ejercieron las AGC en estos municipios tuvo como consecuencia una 
serie de conductas vulneradoras de los derechos de la población civil, dejando como ejemplo 
el confinamiento y luego desplazamiento masivo de las comunidades indígenas del resguardo 
Rio Valle y Boroboro de Bahía Solano.  

Por su parte, en el municipio de Nuquí, durante el 2020 y 2021, se presentaron graves 
violaciones a los DDHH. Puede referirse, por ejemplo, que el 29 de octubre de 2020 y el 8 de 
abril de 2021 tuvieron lugar los homicidios de la lideresa ambiental Juana Perea, y del inspector 
del corregimiento de Arusí, José Riascos Córdoba, y del líder turístico Margarito Salas Moreno, 
como posible retaliación por incautación a cargamento de cocaína de las AGC.  

Por último, el 25 de octubre de 2021, en Bahía Solano, circuló un panfleto presuntamente 
enviado por el ELN a través de WhatsApp, en donde le manifiesta a la comunidad de su supuesto 
regreso, advirtiéndoles que si colaboraban con las AGC estarían condenados a muerte, y que 
serían ellos quienes ejercerían el control social en adelante. Sumado a eso, desde finales del 
2021, en las comunidades indígenas de Villa Nueva, Jagua, Puerto Indio, La Loma, Chorrito, 
Yucal del municipio de Nuquí, se viene teniendo la presencia permanente de las AGC 
manifestando a sus habitantes que están obligados a venderles sus cultivos a la organización. 

 
II. ESCENARIO DE RIESGO DE INMINENCIA ACTUAL  

 
Solo hasta finales del mes de junio de 2022, se empieza a tener de nuevo conocimiento de las 
incursiones armadas por parte del ELN en las zonas que habían sido replegados, y cuyo objetivo 
es retomar el control del territorio que fue controlado en su totalidad por parte de las AGC. 
Esto ha motivado el confinamiento de las comunidades étnicas debido a la zozobra de un posible 
enfrentamiento entre las AGC, grupo que lleva transitando y pernoctando dentro de las 
comunidades y haciendo uso de las aulas de las escuelas como lugar de descanso por varios 
días. Se teme que pueda haber un no reconocimiento de los  principios de distinción, precaución 
y proporcionalidad del DIH por parte de los grupos fuente de amenaza y sean las comunidades 
quienes queden en la mitad de un fuego cruzado por la disputa del territorio. 
 
Entre el 28 de junio y el 14 de julio del presente año, en la comunidad de Jagua de Nuquí, las 
comunidades han visto incursiones armadas del ELN por las zona que ya eran de control 
hegemónico de las AGC, trazando el recorrido fluvial por el río Chorí y luego por los caminos 
ancestrales hasta llegar al Resguardo Río Valle Boroboro de Bahía Solano. Ello da cuenta de la 

 
3 Defensoría del Pueblo, ATI No. 016-20 para Bahía Solano (Chocó), Bogotá, 2020. Disponible en: 
https://alertasstg.blob.core.windows.net/alertas/016-20.pdf  
4 Defensoría del Pueblo, Informe de Seguimiento No. 008-22 a las ATI No. 012 y 016-20 para Juradó y Bahía Solano 
(Chocó), Bogotá, 2022. Disponible en: https://alertasstg.blob.core.windows.net/informes/145.pdf  

https://alertasstg.blob.core.windows.net/alertas/016-20.pdf
https://alertasstg.blob.core.windows.net/informes/145.pdf
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expansión que está teniendo el grupo guerrillero por estos municipios en búsqueda de consolidar 
el control territorial de la zona hasta llegar al municipio de Juradó.  
 
La cercanía en la que se encuentran ambos grupos armados en estos dos resguardos indígenas 
supone la ocurrencia de enfrentamiento abierto con inminentes impactos de vulneraciones 
sobre los DDHH de la población civil. Tal situación puede tener una afectación significativa ante 
los factores de vulnerabilidad en los que se encuentran dichas comunidades, tomando en cuenta 
la ausencia del Estado por medio de sus entidades civiles y de la Fuerza Pública.  
 
Cabe resaltar que este escenario de riesgo inminente afecta especialmente la autonomía y 
autodeterminación de los pueblos indígenas en mención, pues al hacer presencia dos actores 
armados en sus territorios colectivos, se aumentan los riesgos de desplazamientos individuales 
y masivos; el reclutamiento forzado de niños, niñas y adolescentes (NNA); homicidios selectivos 
y masacres; accidentes por MAP-MUSE; violencia basada en género por abuso sexual y 
restricciones a la movilidad que impacten a mujeres quienes no pueden estar solas al momento 
de recoger las cosechas en las cercanías de sus casas por miedo de encontrarse con miembros 
de los grupos armados, lo que limita el ejercicio de actividades económicas y el desarrollo de 
prácticas tradicionales de producción agrícola; afectaciones a la salud mental,  así como 
también, las amenazas a líderes y lideresas y personas defensoras de DD.HH, así como a la 
guardia Indígena. 
 
Este escenario de riesgo se manifiesta dentro del término de las 48 horas, a partir del momento 
en que se tuvo conocimiento, en virtud de Decreto 2124 del 18 de diciembre del 2017, previa 
verificación de los hechos recientes, los cuales han afectado derechos fundamentales de la 
población civil, como se describe a continuación: 

a) El 14 de julio de 2022, el ELN se sitúa a poco más de 100 metros de la comunidad 
indígena El Brazo del Resguardo Río Valle Boroboro de Bahía Solano, quedando a la otra 
orilla del río donde se han situado las AGC por más de tres meses de manera permanente. 
 

b) El 30 de junio de 2022, las AGC incursionan en la comunidad La Loma del Resguardo 
Jurubidá Chorí Alto Baudó de Nuquí, por el mismo sendero en el que había incursionado 
el ELN el día anterior. A las 9:30 de la noche, en inmediaciones de la comunidad, un 
integrante de las AGC resulta herido por la activación de una mina antipersonal, razón 
por la cual la comunidad confirma su sospecha de que el territorio está contaminado 
con MAP-MUSE por la avanzada que está realizando el ELN en esa zona. 
 

c) El 29 de junio de 2022, aproximadamente 80 integrantes del ELN incursionaron en las 
comunidades de Puerto Indio y La Loma del municipio de Nuquí, pernoctando al interior 
y alrededores de las comunidades. 

 
d) El 28 de junio de 2002, fueron vistos en la comunidad de Jagua del río Chorí, Nuquí, un 

contingente fuertemente armado de integrantes del ELN, los cuales transitaron por la 
comunidad y pernoctaron en sus alrededores. 
 

A partir de lo anteriormente referido, se infiere una altísima probabilidad de incremento de 
desplazamientos forzados individuales y masivos; confinamientos; homicidios selectivos y 
múltiples; masacres; accidentes con minas antipersonal, amenazas e intimidaciones contra la 
población civil étnica de los Resguardos Indígenas Jurubidá Chorí Alto Baudó y Río Valle y 
Boroboro, a través del empleo de métodos para generar terror. El riesgo también incluye la 
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población localizada en los resguardos indígenas y consejos comunitarios que están ubicados en 
las zonas que conectan vía caminos ancestrales a la comunidad El Brazo del Resguardo Río Vale 
y Boroboro con el municipio de Juradó, a partir de las dinámicas de expansión y disputa 
territorial que libran las AGC y el ELN por estos territorios. 

Ante el escenario de riesgo descrito, la Defensoría del Pueblo -por medio de su Sistema de 
Alertas Tempranas- considera MUY ALTO el nivel de riesgo de violaciones a los derechos a la 
vida, libertad, integridad e infracciones al DIH que impactan a la población de los Resguardos 
Indígenas Río Valle y Boroboro de Bahía Solano y Jurubidá Chorí Alto Baudó de Nuquí. Por ello, 
la Defensoría del Pueblo formula las siguientes recomendaciones a las autoridades 
competentes. 

Cabe recordar que las recomendaciones plasmadas en el presente documento no obstan que las 
entidades concernidas adopten todas las medidas a su alcance y que, bajo plena observancia 
de los derechos humanos y del DIH, se dirijan a la reacción rápida y el cumplimiento de los 
deberes de respeto y garantía de los derechos humanos a cargo del Estado.  

Así mismo, y conforme lo expuesto al inicio, es menester reiterar la NATURALEZA PREVENTIVA 
Y HUMANITARIA DE LA PRESENTE ALERTA TEMPRANA, en mérito de lo cual se exhorta 
firmemente a las entidades destinatarias de las siguientes recomendaciones a: 

i) Implementar sus deberes de reacción rápida e implementación de recomendaciones 
bajo una perspectiva de DD.HH y DIH, que eviten se susciten o potencien nuevos 
riesgos. 
 

ii) Abstenerse de justificar públicamente el ejercicio de acciones bélicas, 
incautaciones, capturas y otras análogas en la presente Alerta y sus 
recomendaciones, asuntos que no son materia de estos documentos de advertencia. 
Tal justificación puede distorsionar la interpretación de la naturaleza humanitaria 
de la gestión preventiva que le es propia a esta Entidad. Por tanto, se exhorta a 
informar y reportar toda acción institucional de forma directa a la Defensoría 
únicamente en los canales que se enlistan al final de la presente y en el marco de 
las sesiones de la CIPRAT y reuniones específicamente solicitadas por la Defensoría 
para tal fin. 

 

III. RECOMENDACIONES  

A. Coordinación de la respuesta rápida 

1. Al Ministerio del Interior, como secretaría técnica de la Comisión Intersectorial de 
Respuesta Rápida a las Alertas Tempranas (CIPRAT), apoyar la coordinación de la respuesta 
estatal en materia de prevención y protección por parte de las autoridades concernidas en 
la presente Alerta Temprana de Inminencia y convocar los espacios territoriales 
establecidos en el decreto 2124 de 2017 para hacer seguimiento a la evolución del riesgo y 
a la respuesta institucional. 

 
Asimismo, para que desde esa entidad se orienten y coordinen todas las medidas 
adicionales que, en el marco de los deberes estatales de respeto y garantía de los DD. HH 
y de la respuesta rápida, se adopten las demás medidas necesarias para la superación del 
escenario de riesgo advertido.  
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B. Disuasión del contexto de amenaza: 

2. Al Ministerio de Defensa, Infantería de Marina, Batallón de operaciones No. 23, 
Departamento de Policía del Chocó, implementar operativos de registro, control y 
patrullaje en las zonas rurales de influencia de los ríos Chorí y Jurubidá en Nuquí y el río 
Valle y Boroboro en Bahía Solano, y los caminos ancestrales que comunican a los municipios 
del Alto Baudó, Nuquí y Bahía Solano, objeto de la presente advertencia. Esto, con el fin 
de salvaguardar la integridad de la población civil de las comunidades, particularmente de 
aquellas asentadas en los Resguardos Indígenas Jurubidá Chorí Alto Baudó y Río Valle y 
Boroboro. 

Asegurar en el desarrollo de las acciones bélicas el pleno respeto del principio humanitario 
de precaución y la autonomía territorial de las comunidades étnicas. En ese sentido, se 
insta a la Fuerza Pública a que su presencia en las zonas rurales referidas reconozca el rol 
de las autoridades étnicas en la protección de los Resguardos y Consejos Comunitarios 
señalados bajo riesgo. 

Es indispensable que las acciones de la Fuerza Pública acaten la Directiva No. 016 de 2006, 
al tomar las medidas preventivas para procurar la integridad de las comunidades durante 
la ejecución de operaciones militares y policiales en sus territorios, de tal manera que se 
garantice la protección de los derechos a la vida, libertad, integridad y seguridad personal 
de la población civil, y en particular de las comunidades indígenas.  

De igual forma, se precisa, de acuerdo con el Auto 174 de 2011, y en concordancia con los 
Autos 004 y 005 de 2009, que las acciones de la Fuerza Pública en territorios indígenas, y 
por WUaQVYeUVaOLdad eQ WeUULWRULRV cROecWLYRV afURdeVceQdLeQWeV, debeQ ´daU SOeQa 
aplicación a los principios del DIH, de tal manera que al evaluar las distintas alternativas 
operativas y estratégicas, opte por aquella que implique mejores resultados en términos 
de seguridad y de protección efectiva de sus habitantes y debe contener medidas concretas 
para reducir los riesgos que puedan surgir como reacción a la presencia de la Fuerza 
P~bOLcaµ. 

3. A la Fiscalía General de la Nación y la SIJÍN del Departamento de Policía de Chocó, 
desplegar acciones de inteligencia y contrainteligencia que les permitan anticiparse y 
disuadir cualquier acción armada proveniente de grupos armados ilegales, capturar a sus 
miembros e incentivar su rendición, con pleno arreglo al respeto de los derechos de la 
población civil y al principio de distinción del DIH. De igual manera, no emprender acciones 
bélicas en inmediaciones de los lugares donde habitan o realizan sus actividades cotidianas 
las comunidades indígenas y afrocolombianas en riesgo. 

 

C. Medidas para la protección de la población en riesgo: 

4. A la Unidad Nacional de Protección (UNP), en coordinación con la Gobernación del 
Chocó, Alcaldías de Nuquí y Bahía Solano y las Personerías Municipales de ambos 
municipios, identificar en las zonas que se tratan en la presente Alerta, por medio de 
visitas a las áreas focalizadas, a potenciales personas y colectivos en situación de riesgo 
que puedan requerir del debido acompañamiento institucional en materia de protección, 
conforme los programas adoptados para tal efecto en los Decretos 1066 de 2015, 2078 de 
2017 y 660 de 2018, así como lo dispuesto mediante el Decreto Ley 4635 de 2011. Lo 
anterior, previa concertación con las comunidades objeto del presente documento de 
prevención.  



  

9 
 

Calle 55 # 10-32 · Sede Nacional · Bogotá, D.C. 
PBX: (57) (601) 3144000 · Línea Nacional: 01 8000 914814 
www.defensoria.gov.co 
Plantilla vigente desde: 03/05/2022 

 

De igual manera, efectuar a la mayor brevedad las evaluaciones de riesgo e implementación 
de medidas de protección a que hubiere lugar, de conformidad con las normas y 
jurisprudencia vigente, así como las consideraciones especiales que merecen sujetos de 
especial protección constitucional. Es importante que se asegure que las diversas 
comunidades en riesgo conozcan de manera directa, clara y detallada las rutas de 
protección ordinaria y de emergencia, instancias competentes, mecanismos y datos de 
contacto para su respectiva activación. Así mismo, se precisa que la UNP no condicione su 
acción institucional para atender la presente recomendación a la individualización que 
realizare la Defensoría del Pueblo respecto a cada una de las personas potencialmente en 
riesgo, en tanto que se sobreentiende que el presente documento advierte riesgos 
colectivos contra grupos sociales que requieren de la debida diligencia de las autoridades 
competentes para identificar y proteger a personas y colectivos en riesgo que requieren 
ser acompañados institucionalmente de manera inmediata, ante la gravedad de las 
situaciones de riesgo expuestas.  

Se insta a la UNP, de igual manera, remitir al Sistema de Alertas Tempranas de la Defensoría 
del Pueblo informes mensuales sobre las gestiones efectuadas. 

5. A la Oficina del Alto Comisionado para la Paz, por medio de su dirección Descontamina 
Colombia, y en coordinación con las Alcaldías de Nuquí y Bahía Solano y la Gobernación del 
Chocó, priorizar la implementación de programas de Educación en Riesgo de Minas 
Antipersonal (ERM), ante el aumento de accidentes e incidentes con MAP²MUSE en los 
territorios focalizados. Es importante que dichas acciones se implementen con 
servidores/as públicos y las comunidades rurales. 

Adicionalmente, adelantar labores de identificación y señalización de los territorios que 
presentan contaminación por MAP/MUSE/AEI como lo dispone el tratado de Ottawa de 
1997, ´CRQYeQcLyQ VRbUe Oa SURKLbLcLyQ deO ePSOeR, aOPaceQaPLeQWR, producción y 
transferencia de minas antipersonal y sobre su destrucciónµ, ratificado por el Estado 
colombiano en el año 2000: 

´Cada EVWadR PaUWe Ve eVfRU]aUi eQ LdeQWLfLcaU WRdaV OaV ]RQaV baMR VX MXULVdLccLyQ R cRQWURO 
donde se sepa o se sospeche que hay minas antipersonal, y adoptará todas las medidas 
necesarias, tan pronto como sea posible, para que todas las minas antipersonal en zonas 
minadas bajo su jurisdicción o control tengan el perímetro marcado, estén vigiladas y 
protegidas por cercas u otros medios para asegurar la eficaz exclusión de civiles, hasta que 
WRdaV OaV PLQaV aQWLSeUVRQaO cRQWeQLdaV eQ dLcKaV ]RQaV Ka\aQ VLdR deVWUXLdaVµ (aUW. 5). 

D. Acción humanitaria integral: 

6. A la Gobernación del Chocó y a las Alcaldías de Nuquí y Bahía Solano, en coordinación 
con la Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas (UARIV), para que 
inmediatamente realicen una misión de verificación y acompañamiento in situ a las 
comunidades en riesgo y directamente allí activen lo dispuesto en sus planes de 
contingencia, con enfoque diferencial, en materia de atención humanitaria y protección 
de la población civil. En caso de que no se cuente con las herramientas de planeación en 
materia de prevención actualizadas para la vigencia 2022, se solicita su inmediata 
actualización, con suficientes asignaciones presupuestales, para efectos de brindar la 
atención oportuna a las comunidades. 

Sobre el particular, se insta a dichas autoridades a analizar de manera periódica y conjunta 
la evolución del riesgo y los impactos humanitarios que estos eventos han causado y pueden 
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llegar a desencadenarse de no recibir una respuesta institucional oportuna, a fin de 
implementar las medidas pertinentes dentro del Sistema de Prevención y Alerta para la 
Reacción Rápida. Sobre el particular, es preciso que las acciones de prevención y 
contingencia emprendidas por las autoridades locales se dirijan a la adopción e 
implementación coordinada y articulada de acciones que logren disuadir el contexto de 
amenaza, permitan atender humanitariamente a las víctimas de manera oportuna y den 
cabida a acciones de monitoreo, evaluación y ajuste de su proceder institucional.  

7. A las Alcaldías municipales de Nuquí y Bahía Solano, con el apoyo de la Gobernación del 
Chocó y de la Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas (UARIV) 
definir de manera anticipada, oportuna y dignamente la ayuda humanitaria inmediata y de 
emergencia para las familias de las comunidades indígenas desplazadas forzadamente, 
confinadas y en riesgo de desplazamiento con ocasión del escenario de riesgo aquí referido.  

En caso de que existieren limitaciones presupuestales y de capacidad institucional del 
municipio y/o del departamento para este fin, se resalta la importancia de brindar todo el 
apoyo institucional que sea necesario en el marco de los principios de subsidiariedad, 
concurrencia y complementariedad. 

8. A la Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas (UARIV) para que, como 
cabe]a deO SLVWePa NacLRQaO de AWeQcLyQ \ ReSaUacLyQ IQWeJUaO de VtcWLPaV ´SNARIVµ, 
realice seguimiento a la evolución de las medidas adoptadas para la atención humanitaria 
de las víctimas de los hechos de que trata la presente Alerta. 

Así mismo para que, a la luz del escenario de riesgo plasmado en la presente Alerta, valore 
las declaraciones que le sean remitidos por el Ministerio Público con ocasión de los hechos 
victimizantes ocasionados por los grupos armados ilegales fuente de amenaza para la 
población civil y proceda a realizar de forma expedita las inclusiones a que haya lugar en 
el registro único de víctimas (RUV).  

E. Acompañamiento y gestiones preventivas del Ministerio Público: 

9. A las Personerías Municipales de Nuquí y Bahía Solano, efectuar seguimiento y vigilancia 
a las acciones de los organismos competentes del orden local, de acuerdo con lo reseñado 
en la presente Alerta Temprana de Inminencia, con énfasis en las organizaciones étnico-
territoriales, sociales y comunitarias, organizaciones de víctimas y otros grupos 
vulnerables, con el objetivo de garantizar los derechos fundamentales a la vida, la 
integridad personal y seguridad con enfoque diferencial.  

Así mismo, hacer seguimiento a la implementación de los planes de prevención y 
contingencia del municipio y su impacto en la atención del escenario de riesgo advertido. 
Por último, y de conformidad con lo dispuesto en la Política de Prevención (art. 
2.4.3.9.2.16 del Decreto 1581 de 2017) reportar a la Procuraduría Provincial y Regional las 
situaciones de incumplimiento en su implementación. 

Sumado a ello, articular acciones con las demás entidades que conforman el Ministerio 
Público para efectos de la toma de declaraciones a que haya lugar, en el marco de lo 
dispuesto en la Ley 1448 de 2011. 

Por último, se insta a remitir al Sistema de Alertas Tempranas de la Defensoría del Pueblo 
informes mensuales sobre las gestiones efectuadas 
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10. A la Procuraduría Regional de Chocó, efectuar seguimiento y vigilancia a las acciones de
los organismos competentes del orden local, de acuerdo con lo reseñado en la presente
Alerta Temprana. Asimismo, reportar a la Defensoría del Pueblo y a la Procuraduría
Delegada para la Defensa de Derechos Humanos cualquier posible omisión o falla en el
deber de reacción rápida, conforme lo establecido en el último inciso del artículo 8° del
Decreto 2124 de 2017.

En este sentido, es pertinente que se implemente en cabeza de la Procuraduría General de
la Nación, y en coordinación con la Regional Chocó, una mesa de seguimiento, donde se
revise el cumplimiento de las recomendaciones aquí realizadas, para el ejercicio de la
acción disciplinaria en caso de omisión.

En general, a las autoridades civiles y de Fuerza Pública concernidas en la presente Alerta 
Temprana de Inminencia, en atención a los artículos 282 y 283 de la Constitución Política de 
1991, y a los artículos 15 y subsiguientes de la Ley 24 de 1992, se les solicita informar 
periódicamente las actuaciones, medidas adoptadas y alcances o resultados respecto de las 
recomendaciones formuladas en la Alerta Temprana emitida. 

Dicha información deberá ser allegada de manera periódica por lo menos una vez por semestre 
o cuando sea requerida por la Defensoría del Pueblo dentro de los cinco días siguientes al recibo
de la solicitud según lo estipulado en el artículo 15 y subsiguientes de la Ley 24 del 15 de
diciembre de 1992 a los siguientes datos de contacto: Correo electrónico institucional:
delegadasat@defensoria.gov.co y/o dirección postal: Calle 55 N.º 10-32 Bogotá D.C., Código
postal: 110321 Defensoría del Pueblo.

LUIS ANDRES FAJARDO ARTURO 
Defensor del Pueblo (FA) 
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